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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-003-2008-00427-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
MARIELA OSORIO DE VARGAS

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES  

Juzgado de Origen
: 
Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
RECONOCIMIENTO DE INCREMENTO PENSIONAL: Para acceder al reconocimiento del incremento pensional por cónyuge a cargo, debe demostrarse que los requisitos exigidos por el Acuerdo 049 de 1990, se configuraron bajo la vigencia de dicha normatividad.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Acta Nro. 0121
En Pereira (Risaralda), a los dieciocho (18) días del mes de diciembre del año dos mil nueve (2009), siendo las once de la mañana (11:00 a.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó. En asocio del señor Secretario Ad-hoc Javier Andrés Roa López, se declara abierto el acto y la Sala se constituye en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por la señora MARIELA OSORIO DE VARGAS en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

S E N T E N C I A:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 10 de Septiembre de 2009 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al Instituto de Seguros Sociales a reconocer y pagar a la señora Mariela Osorio de Vargas, el incremento adicional del 14% sobre la pensión que recibe, por tener a su cargo a su compañero el señor Mario de Jesús Román Bedoya.


Que el reconocimiento se efectué a partir del momento en que se le reconoció la pensión y por el tiempo que perduren las causa que le dieron origen. 


Asimismo, que se condene a la entidad demandada al pago del correspondiente  retroactivo, por catorce mesadas anuales, los intereses de mora, la indexación de las condenas, las costas procesales y las agencias en derecho.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

La accionante a través de representante judicial, manifiesta que a partir del 1 de enero de 2007 le fue reconocida la pensión de vejez por el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES mediante Resolución N° 009230 de 2008; conforme a lo dispuesto por el Acuerdo 049 de 1990 por ser beneficiaria del Régimen de Transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, no obstante lo anterior, la entidad no le ha reconocido ni pagado el derecho al incremento adicional del 14% por su compañero permanente, establecido en dicho acuerdo.
Que al momento de adquirir la calidad de pensionada convivía con el señor Mario de Jesús Román Bedoya, que esa convivencia aún se mantiene y no ha sufrido interrupciones de ningún tipo y que su compañero permanente depende económicamente de ella y no recibe pensión. 

Que por medio de su representante presentó reclamación administrativa por escrito ante la entidad, en solicitud del incremento pensional en razón de su compañero permanente, y que ha transcurrido ya más de un mes sin obtener una respuesta. 

Que es beneficiaria del régimen de transición ya que al momento de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, contaba con la edad establecida en esa norma para acceder al beneficio.  

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite la calidad de pensionada de la demandante pero que no fue otorgada en aplicación del régimen de transición, niega además que le asiste derecho al incremento pensional porque la norma que lo consagra se encuentra derogada por expresa disposición de la Ley 100 de 1993, manifiesta que los hechos relacionados con sus condiciones personales no son de su conocimiento, por lo tanto deberán probarse. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “INEXISTENCIA DE NORMA QUE RECONOZCA EL PAGO DEL INCREMENTO PENSIONAL POR PERSONA A CARGO”, “IMPROCEDENCIA DE INTERESE DE MORA” y “PRESCRIPCIÓN”. 

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió negar todas las pretensiones de la demanda formulada por la señora MARIELA OSORIO VARGAS  en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, y condenar en costas a la parte demandante.
Para arribar a la anterior determinación, expresó que de conformidad con las pruebas allegadas al proceso, quedó plenamente demostrado que la demandante le fue reconocida la pensión de vejez desde el 01 de octubre de 2008, bajo los lineamientos del Acuerdo 049 de 1990, que contempla entre otros, el beneficio al incremento pensional del 14% por cónyuge o compañero o compañera permanente a cargo.

Que para el presente asunto, se encuentra acreditado que el señor Mario de Jesús Román es el compañero permanente de la demandante y que éste depende económicamente de ella pensionado, así que en principio, podría afirmarse que se encuentran satisfechos por la accionante los requisitos del artículo 21 de la norma bajo la cual se concedió la pensión, sin embargo, la dependencia económica sólo surgió desde el mes de septiembre de 1994, según se extracta de las declaraciones rendidas por los testigos llamados a instancia de la parte actora, lo cual indica que el derecho al incremento pensional se configuró bajo la vigencia de la Ley 100 de 1993, que no contempla dicho beneficio, es decir, cuando empezó la dependencia económica, la norma que sirvió de soporte a la pensión de la señora Mariela Osorio de Vargas, ya había perdido su vigencia por la ley 100 de 1993.

IV. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, la parte demandante presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado, aduciendo que de las declaraciones rendidas por los testigos que acudieron al llamado del despacho, la dependencia económica del señor Mario de Jesús Román Bedoya respecto de la demandante, inició hace aproximadamente 15 años atrás, por lo tanto, la interpretación de las mismas no debe ser tan rigurosa al punto de deducirse que lo fue con posterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993, si se tiene en cuenta el principio de in dubio pro afiliado, que indica que la duda debe absolverse a favor del afiliado 
De otra parte manifiesta que ese requisito no esta contemplado en el Artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, y no puede ser creado por una ficción jurídica porque ese derecho entró al patrimonio de la demandante desde el instante mismo que adquirió la calidad de pensionada en virtud del régimen de transición,  afirmación que sustenta con pronunciamiento de la Corte Suprema de Justicia radicada bajo N° 295381 del 5 de diciembre de 2007. 

VI. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Se cumplieron por parte de la señora Mariela Osorio de Vargas, los requisitos exigidos por el Acuerdo 049 de 1990, para acceder al beneficio de incremento pensional por personas a cargo, durante su vigencia? 

3. De la aplicación del beneficio de incrementos pensionales por personas a cargo a pensiones reconocidas bajo el imperio de la Ley 100 de 1993:

Se encuentra probado que la señora Mariela Osorio de Vargas es pensionada por vejez por el ente demandado, como lo demuestra la Resolución No. 009230 del 26 de septiembre de 2008 (fl. 8), a partir del 1° de octubre de 2008. 

Lo primero que debe decirse es que a partir del 1º de abril de 1994 la Ley 100 de 1993 se convirtió en el nuevo compendio normativo de la Seguridad Social en materia pensional, dejando sin vigencia las anteriores legislaciones que regulaban la materia, salvo lo que conserva fuerza en virtud del régimen de transición contenido en el artículo 36 de aquella obra legal.

Es así como los incrementos pensionales que aquí se reclaman, están contenidos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, normatividad anterior a la Ley 100 de 1993 y, su naturaleza de conformidad con el artículo 22 ibídem, es sustancialmente diferente al monto de la pensión, al punto que no forma parte de ella.

En lo atiente a los referidos incrementos pensionales por personas a cargo, se tiene que la actual legislación en ninguno de sus apartes establece tales adendas a la mesada pensional.  Sin embargo, en virtud del principio de la condición más beneficiosa, es posible que, bajo ciertos presupuestos, pueda acudirse a esa normatividad anterior y se apliquen tales beneficios.

Los presupuestos a los que se ha venido aludiendo y que ha desarrollado ampliamente esta Sala a través de sus varios pronunciamientos, son los siguientes:

· Que la pensión haya sido concedida con apoyo en una normatividad anterior que consagrara tales beneficios adicionales a la mesada pensional.

· Que los presupuestos que establezca esa normatividad para la concesión de los incrementos pensionales, se hayan iniciado a cumplir en su vigencia y que en la actualidad se sigan cumpliendo. 

Ya entrando en lo que puntualmente tiene que ver con los incrementos pensionales, que se encuentran contenidos en el Acuerdo 049 de 1990, el artículo 21 reza:

“Artículo 21. INCREMENTOS DE LAS PENSIONES DE INVALIDEZ POR RIESGO COMÚN Y VEJEZ. Las pensiones mensuales de invalidez y de vejez se incrementarán así:

(…) 

b) En un catorce por ciento (14%) sobre la pensión mínima legal, por el cónyuge o compañero o compañera del beneficiario que dependa económicamente de éste y no disfrute de una pensión.”

Respecto del literal b), son presupuestos para que el titular de la pensión pueda disfrutar de los incrementos pensionales la calidad de compañero o compañera permanente, es decir la existencia de la convivencia, y la dependencia económica de la compañera o compañero permanente respecto del pensionado.  

Estos requisitos, como se dijo anteriormente, deben haber iniciado a cumplirse en vigencia del aludido Acuerdo, es decir, deben remontarse hasta antes del 1º de abril de 1994 y, además, mantenerse en la actualidad, pues de no ser así, no sería posible la aplicación del referenciado principio.

Conforme a lo precedentemente expuesto, para el caso subexámine, lo primero que debe decirse es que la pensión de la promotora de la acción, reconocida mediante Resolución No. 009230 de 2008 -fl. 8 cuaderno de primera instancia-, tuvo como fundamento legal el Acuerdo 049 de 1990, posterior a ello deberá la Sala determinar si en el caso de quien reclama el derecho se satisfacen los presupuestos establecidos en la norma, en los términos ya referidos en esta providencia, es decir, que se hayan iniciado a cumplir con antelación al 1º de abril de 1994 y perduren en la actualidad.


Para ello, se acudirá a la prueba testimonial recepcionada vista a folios 29 y s.s del cuaderno de primera instancia y vertida por Luz Trinidad Ramírez Vargas y Julian Quiceno Valencia, afirmando la primera que el señor Mario de Jesús Román Bedoya, hace mucho tiempo dejó de trabajar, yo creo que hace unos catorce años, pero sin definir fecha exacta de esa situación; por su parte el segundo, expresa que hace más o menos quince años lo conoce y que no trabaja. 

Si dichas declaraciones se recaudaron el 1° de septiembre de 2009, nos remontaríamos a la misma fecha de los años 1995 o 1994, es decir con posterioridad a la vigencia del Acuerdo 049 de 1990, lo cual evidencia que pese a que en la actualidad se satisfacen los presupuestos legales para la concesión del beneficio extra a la mesada pensional, en vigencia de tal cuerpo normativo no se empezaron a consolidar los mismos, lo que de tajo impide la aplicación  del principio de la condición más beneficiosa, pues no se dan las condiciones necesarias para ello y aplicar tales incrementos en este caso, sería como aplicar ultractivamente, en forma injustificada una ley que el órgano competente dejó sin vigencia.

Resta por manifestar que era a la parte gestora de la acción judicial, de acuerdo con el principio general de la carga de la prueba (art. 177 C.P.C.), a la que le competía demostrar fehacientemente que la dependencia económica de su cónyuge había nacido en vigencia del Decreto 758/90, esto es, con anterioridad al primero de abril de 1994.

Resulta claro para este Juez Colegiado, que en el asunto sub lite no es procedente aplicar los mentados beneficios pensionales, por no cumplirse los presupuestos para ello, por lo que la decisión de primer grado habrá de ser confirmada. 

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E :

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 10 de septiembre de 2009, por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por la señora MARIELA OSORIO DE VARGAS contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia. 

SEGUNDO.-  Condénese en costas a la parte demandante. Liquídense por Secretaría.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE


FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES


(Impedido)

JAVIER ANDRÉS ROA LÓPEZ
Secretario Ad-hoc
